










LA LEY DE INTERvENCIÓN 
ECONÓMICA
C
on la premura propia del inicio de las vacaciones y los términos perentorios para   
el cierre de la revista, hago algunas consideraciones a la ley recientemente   
aprobada por el Congreso de la República y que seguramente para la época en 
que la publicación salga de imprenta habrá ya sido sancionada por el Gobierno Nacional, 
de tal forma que su estudio se hace sobre la versión que fue gentilmente suministrada por 
el señor Superintendente de Sociedades en vista de que, para la fecha en que se escriben 
estas líneas, aún no se encuentra publicada en el Diario Oficial.
Se trata de un proyecto verdaderamente audaz el presentado por el Gobierno que 
se convirtió en Ley de la República, liderado por la Superintendencia de Sociedades 
cuya actividad en este campo de las propuestas legislativas ha sido reconocida de tiempo 
atrás como profesional y seria. Si bien es cierto que no compartimos algunos aspectos 
fundamentales de la nueva reforma, por las dificultades que se puedan presentar en su 
ejecución, y así lo advertimos en algunos foros académicos organizados para la discusión 
del entonces proyecto de ley, la verdad es que se trata hoy de una ley cuya aplicación 
será un hecho no sólo para las empresas que quieran reestructurarse sino para aquellas 
ya admitidas al trámite concordatario e incluso para las que ya han celebrado acuerdos y 
están en la etapa de su ejecución.
El constante cambio legislativo muy propio de los colombianos, no parece ser la mejor 
respuesta a las crisis de las empresas. Hay que recordar que este será el cuarto régimen 
vigente en Colombia para resolver crisis empresariales, en un período de poco más de 
10 años.
La ley de intervención
La nueva ley tiene cambios fundamentales frente al régimen tradicional de la Ley 222 de 
1995, de los cuales quisiera destacar los siguientes:
1.- Se sustituye un régimen judicial, que a pesar de que se adelantaba ante autoridad 









créditos, con lo cual se facilita la realización de 
acuerdos y se premia a quienes apoyen con nuevos 
créditos a las empresas en dificultades. La prelación 
para el pago que se establezca en el acuerdo sub-
sistirá en el evento de la iniciación del proceso de 
liquidación obligatoria de la deudora.
Sin desconocer la utilidad del mecanismo para 
la salvación de empresas, el nuevo esquema será 
seguramente rechazado por el sector financiero que 
normalmente tiene la mayoría necesaria para votar, 
o por lo menos vetar, los acuerdos de reestructura-
ción, por ser ellos normalmente los titulares de 
créditos privilegiados. Igualmente, el esquema se 
prestará a discusiones en el ámbito internacional, 
en la medida en que entidades como el Banco 
Mundial o el Fondo Monetario Internacional abo-
gan por leyes más uniformes en América Latina en 
relación con la reestructuración empresarial que 
protejan el crédito y el crédito privilegiado. 
4.- Como mecanismo de solución al incum-
plimiento del código de conducta empresarial o al 
incumplimiento grave de las obligaciones del em-
presario, se establece la administración fiduciaria de 
la empresa. Es una especie de desapoderamiento, se 
remueve la administración la cual quedará a cargo 
del Comité de Vigilancia quien además designará 
un representante legal, mientras se elige por parte 
del mismo comité, una sociedad fidu-ciaria que se 
encargue de la ejecución de la empresa social. Este 
mecanismo es en mi sentir bastante drástico pero 
necesario si se quiere sacar adelante un acuerdo 
contra la voluntad de la administración.
5.- La descentralización de los procesos con-
cursales desafortunadamente fue un deseo sólo 
parcialmente cumplido por la Superintendencia de 
Sociedades, en la medida en que sólo se realizaban 
en las dependencias regionales algunos trámites, 
pero el control de las decisiones se mantenía en 
Santa Fe de Bogotá. Con el nuevo proyecto se avan-
za un poco en el camino de la descentra-lización, al 
otorgar la competencia a las cámaras de comercio 
en los lugares en donde no haya intendencia re-
gional. Sin embargo el proceso de descentralización 
se quedó corto en razón a que las principales de-
cisiones serán tomadas en instancia jurisdiccional 
por la misma Superin-tendencia de Sociedades. 
Esta competencia repartida en el pasado, no dejó 
buenas experiencias cuando correspondía antes de 
la vigencia del régimen concordatario del Decreto 
350 de 1989 a la Superintendencia de Sociedades 
y a la Justicia Ordinaria. 
6.- La nueva ley tiene importantes reformas 
en el ámbito tributario no sólo en relación con los 
créditos fiscales, sino con la tributación misma de 
las empresas sometidas o en proceso de celebración 
de acuerdos de reestructuración. Sin embargo, a 
última hora a la Dian se le dio un tratamiento 
más que privilegiado para el cómputo de los dere-
chos de voto, se establecieron restricciones para 
la suscripción de bonos de riesgo, se le otorgan 
privilegios para el pago aún por encima de los labo-
rales al obligar al empresario al cruce de cuentas 
con entidades públicas, y en general se disponen 
privilegios para algunas deudas para con el fisco 
como las derivadas de retenciones en la fuente, 
IVA y timbre.
Los derechos de veto que se le otorga le dan 
a la Dian un poder excepcional en frente de la 
sociedad deudora, no sólo dentro del proceso de 
celebración del acuerdo de reestructuración sino 
en su ejecución.
7.- En punto de crédito para las empresas en 
dificultades se adoptan decisiones importantes en 
relación con recursos para el IFI, entidad que se 
reestructura como entidad crediticia de segundo 
piso, la creación de un Fondo de Pasivo Pensional 
que posibilite la normalización de este tipo de 
pasivos, la reglamentación de Sociedades de Pro-
moción Empresarial, la Capitalización del Fondo 
Nacional de Garantías S.A., y la autorización de un 
endeudamiento externo de la nación con destino al 
fortalecimiento patrimonial de las empresas que se 
acojan a los acuerdos de reestructuración previstos 
en la ley. Este aspecto económico es sin duda el 
complemento fundamental de cualquier proceso 
de reestructuración empresarial.
De igual manera, el tema de los bonos de riesgo 
se puede convertir, luego de la reglamentación 
gubernamental, en una excelente herramienta de 
capitalización de empresas en crisis. 